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Auto No:                     Al 009 
Proceso:  Ejecutivo Conexo 
Demandante:  León Ángel Duque Henao 
Demandado:  Ana María Tamayo Duque 
Radicado:  05001 31 03 018 2022 00153 01 
Asunto:  Confirma auto apelado 
Tema: Nulidad Procesal  
Sinopsis: Cuando el juez procede contra providencia ejecutoriada por el Superior. 
 
 

TRIBUNAL SUPERIOR 

DISTRITO JUDICIAL DE MEDELLIN 

-SALA UNITARIA CIVIL DE DECISIÓN- 
 
 

Medellín, Veintisiete (27) de enero de dos mil veintitrés (2023) 
 
 
 

Concita la atención de la Sala desatar el recurso de apelación 

formulado por el apoderado de la demandada frente al auto de fecha 29 de 

agosto del 20221, por medio del cual el Juzgado Décimo Octavo Civil del Circuito 

de Oralidad de Medellín desestimó el incidente de nulidad formulado por aquel, 

bajo el argumento que la decisión de librar el mandamiento de pago se 

acompasa con las condenas impuestas en la parte resolutiva de la sentencia de 

primera y segunda instancia.  

 
I. ANTECEDENTES. 

 
1. Como hechos relevantes con miras a desatar la alzada se 

tiene que el señor León Angel Duque Henao -quien actúa como heredero y para 

la herencia y sociedad conyugal de los esposos Roberto de Jesús Duque 

Vásquez y Reina de Jesús Henao de Duque- promovió acción ejecutiva conexa 

en contra de la señora Ana María Tamayo Duque, con base en las condenas 

proferidas al interior del proceso ordinario adelantado por el ejecutante en contra 

de la demandada. Pretendiendo el reconocimiento de ($143.873.589) por 

concepto de frutos civiles y ($7.377.298) correspondientes a los intereses 

legales. 

 

                              1.2. En auto del 6 de mayo del 2022 el Juzgado libró 

mandamiento de pago por la sumas de $132.355.020 por concepto de frutos 

                                                 
1 Proceso repartido por Secretaría el 16 de septiembre del 2022. 
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civiles ya cuantificados; más los intereses civiles liquidados al 

6% anual, desde el 9 de julio de 2021 y hasta que se verifique el pago total de la 

obligación.  

 

1.3. Como consecuencia de lo anterior, el apoderado de la parte 

demandada formuló incidente de nulidad alegando la configuración de la causal 

2 descrita en el artículo 133 del C.G.P, porque “está procediendo en contra de lo 

resuelto por el superior al ordenar erróneamente el pago de unos frutos civiles que no 

están a cargo de su poderdante sino de los herederos determinados de los señores Roberto 

de Jesús Duque Vásquez y Reina de Jesus Henao Duque. Como soporte de su petición, 

esgrimió que:  

 

“El pago de los frutos civiles por valor de $132.355.020 fueron 

ordenados por el Tribunal en favor de la señora ANA MARÍA TAMAYO DUQUE y en 

contra de los herederos del señor ROBERTO DE JESÚS DUQUE VÁSQUEZ, y no a la 

inversa como erróneamente lo ordenó el auto cuya nulidad hoy se depreca. Esto de acuerdo 

con lo resuelto en sede d esegunda instancia y vía adición del numeral tercero de la 

sentencia de primera, estableciendo las condenas a cargo de los herederos del  señor 

ROBERTO  DE  JESÚS  DUQUE VÁSQUEZ, en  razón  del  saneamiento  por  

evicción  del numeral 3 del artículo 1904 del Código Civil”. 

 

Asimismo, acompañó un cuadro comparativo de las decisiones 

adoptadas en primera instancia, para concluir que el Tribunal sí había modificado 

el numeral segundo de la sentencia de primera instancia de manera tácita 

“cuando el ad quem declaró  expresamente  en  la  parte  resolutiva  que “como del mismo 

saneamiento por evicción, se ordena también a los herederos (...) que, de acuerdo con el 

art. 1904.3 del C Civil, restituyan  a  favor  de  la  compradora  Ana  María  Tamayo  

Duque  y,  a  prorrata  de  su  cuota hereditaria,  la  suma  de  $132.355.020  por  

concepto  de  frutos  civiles,  el  valor  de  las  costas  del proceso a que fue condenada la 

demandada y, la suma de $476.791,oo con ocasión de los gastos legales del contrato de 

compraventa”. Planteamiento que así se entrevé de la parte motiva de la 

sentencia “Restaría por definir lo relativo a los frutos civiles y las costas, por lo que no 

entiende el tribunal la razón por la cual el juez a quo no accedió a los primeros, los que por 

mandato del artículo 1904.3 del  Código  Civil,  son  secuela  del  saneamiento  por  
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evicción  y,  por  consiguiente,  a  la  señora  Ana María Tamayo 

Duque le deben ser reconocidas las costas a que fue condenada y también el pago de los 

frutos civiles a que fue condenada en favor de la sociedad conyugal, sin que deba atenderse 

lo dispuesto por el artículo 1902 ibídem, pues, si bien los denunciados en pleito se 

defendieron, nunca  se  allanaron  al  saneamiento,  razón  por  la  cual  la  demandada  

tiene  derecho  a  exigir  del vendedor  (Léase  herederos  de  Roberto  de  Jesús),  el  

reembolso  de  las  costas  y  de  los  frutos percibidos durante la defensa satisfechos al 

dueño, como lo dispone el art. 1904, numerales 2 y 3, en concordancia con el art. 1902 del 

C Civil.” 

 
2. Del auto objeto de Apelación: En auto del 29 de agosto de 

esa anualidad, el Juez desestimó la solicitud de nulidad, para lo cual advirtió que 

no se estructuró la irregularidad procesal porque una vez “confrontadas las 

decisiones adoptadas en primera y segunda instancia, así como el auto del mandamiento 

de pago”, dedujo “que no fue errática la decisión de librar mandamiento de pago por los 

conceptos que éste comprende, por cuanto, es claro, que el Tribunal confirmó la decisión 

del inferior, lo cual comprendía el numeral SEGUNDO de la parte resolutiva de la 

sentencia de primera instancia, en lo concerniente al pago de los frutos civiles de 

$132.355.020.oo, a cargo de Ana María Tamayo Duque”, por loo que no resulta de 

recibo el argumento que esgrime el incidentista cuando advierte que la 

restitución a favor de la compradora estaba tácitamente modificando la decisión 

de primera instancia, dejando solo en cabeza de éstos el pago de los frutos 

civiles, excluyendo a su poderdante de su reconocimiento, cuando en la 

sentencia precisamente en razón del saneamiento por evicción se ordenó la 

restituciones mutuas, conforme a lo previsto en el artículo 1904.3 del Código 

Civil.  

 

                            3. Del Recurso de Apelación. Por ser contrario a sus 

intereses, la incidentista formuló recurso de apelación en contra de la citada 

providencia, para lo cual expuso como motivos de su disidencia: el A quo no tuvo 

en cuenta la parte motiva y resolutiva de la sentencia del Tribunal que modificó 

tácitamente el numeral segundo y tercero de la parte resolutiva de la sentencia 

del 1 de agosto del 2019 al considerar los efectos de buena fe a la compradora. 

Por lo tanto, no es cierto que el Tribunal hubiese confirmado el numeral segundo 

de la parte resolutiva de la sentencia de primera instancia, en la medida que la 
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orden que se adicionó hacía alusión al término en que se debía 

hacer la entrega de los inmuebles evictos, porque en la parte resolutiva de la 

providencia que lo confimó se plasmó que a favor de su poderdante debía 

efectuar el pago de los frutos civiles “Así mismo, se ADICIONA el numeral tercero 

en el sentido que, además de la restitución del precio que se ordenó realizar por parte de 

los herederos del señor Roberto de Jesús Duque Vásquez por valor de $145.298.000 

indexados desde el 22 de octubre del 2010 y hasta el día del pago, aplicando la ecuación 

que señaló el a quo en su sentencia, pago que se hará en favor de la demandada Ana María 

Tamayo Duque, y como secuela del mismo saneamiento por evicción, se ordena también a 

los herederos  de Roberto de Jesús Duque Vásquez, que, de acuerdo con el art. 1904.3 del 

C Civil, restituyan a favor de  la  compradora  Ana  María  Tamayo  Duque  y, a  prorrata  

de  su  cuota  hereditaria, la suma de $132.355.020 por concepto de frutos civiles, el valor 

de las costas del proceso a que fue condenada la demandada y, la suma de $476.791,oo con 

ocasión de los gastos legales del contrato de compraventa”. Y así se desprende de la 

parte motiva de la providencia, al concluir expresamente que la compradora Ana 

María Tamayo obraba de buena fe.  

 

                           Expuestos de esta manera los antecedentes que dieron lugar a 

la decisión recurrida, y los motivos de su disenso, se procede por el Tribunal a 

decidir el recurso, con fundamento en las siguientes: 

 

CONSIDERACIONES 

 

                            2.1. De las nulidades procesales como institución jurídico-

procesal. Considerados los sucesos atinentes al adelanto de este proceso, 

corresponde a la Sala desentrañar, si en efecto, se estructuró o no la causal de 

nulidad invocada por la parte demandada dentro del proceso de la referencia, 

adelantándose el Tribunal a señalar que, para el caso, es de evidente 

correspondencia lo manifestado por el a-quo, pues, frente a la razones esbozadas 

por el extremo procesal recurrente, se tiene que, las nulidades, en estricto 

sentido, se suscitan dentro del proceso ante eventuales irregularidades que 

vulneran el debido proceso y, que por ello, se les ha atribuido la virtualidad de 

invalidar las actuaciones afectadas con tal proceder, por lo que es legítimo 

sostener que, cuando se declara la nulidad, entonces, es porque, como resultado 

de dicho control, con la inobservancia del acto procesal cuestionado, se ha 
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lacerado un derecho fundamental como es el debido proceso y 

derecho de defensa, cuya preservación justifica la invalidación de la actuación 

viciada y, con ello, su posterior renovación; luego, dado el efecto deletéreo que 

tales eventos suponen, es por lo que las causales consagradas se ven guiadas 

por el principio de la taxatividad y la ausencia de subsanación, pues sólo 

constituyen causales de nulidad las expresamente señaladas como tales, sin que 

sea posible prohijar por analogías o juicios de valor en torno a la relevancia o 

importancia de la irregularidad o su configuración cuando las partes han 

convalidado su afectación procesal.  

 

                            Aunado a lo anterior, el legislador, consciente de tal necesidad, 

instituyó de manera taxativa las causales de nulidad procesal contempladas en el 

artículo 133 del Código General del Proceso, disciplina legal que, por su 

pertinencia, amerita su cita in extenso, veamos:   “El proceso es nulo, en todo o en 

parte, solamente en los siguientes casos: 

 

1. Cuando el juez actúe en el proceso después de declarar la falta de jurisdicción o de competencia. 

 
2. Cuando el juez procede contra providencia ejecutoriada del superior, revive un 
proceso legalmente concluido o pretermite íntegramente la respectiva instancia. 

 
3. Cuando se adelanta después de ocurrida cualquiera de las causales legales de interrupción o de 
suspensión, o si, en estos casos, se reanuda antes de la oportunidad debida. 

 
4. Cuando es indebida la representación de alguna de las partes, o cuando quien actúa como su 
apoderado judicial carece íntegramente de poder. 

 
5. Cuando se omiten las oportunidades para solicitar, decretar o practicar pruebas, o cuando se 
omite la práctica de una prueba que de acuerdo con la ley sea obligatoria. 

 
6. Cuando se omita la oportunidad para alegar de conclusión o para sustentar un recurso o 
descorrer su traslado. 

 
7. Cuando la sentencia se profiera por un juez distinto del que escuchó los alegatos de conclusión 
o la sustentación del recurso de apelación. 

 
8. Cuando no se practica en legal forma la notificación del auto admisorio de la demanda a 
personas determinadas, o el emplazamiento de las demás personas aunque sean indeterminadas, 
que deban ser citadas como partes, o de aquellas que deban suceder en el proceso a cualquiera de 
las partes, cuando la ley así lo ordena, o no se cita en debida forma al Ministerio Público o a 
cualquier otra persona o entidad que de acuerdo con la ley debió ser citado. 
Cuando en el curso del proceso se advierta que se ha dejado de notificar una providencia distinta 
del auto admisorio de la demanda o del mandamiento de pago, el defecto se corregirá practicando 
la notificación omitida, pero será nula la actuación posterior que dependa de dicha providencia, 
salvo que se haya saneado en la forma establecida en este código”. 
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                                   La causal en cita, está destinada -en palabras de la Corte 

Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil2-, a : 

 

                                “ Preservar el orden de los procesos y el acatamiento de las decisiones 
judiciales por parte de los jueces que, siendo de grado inferior, dentro de la competencia funcional 
que se ejerce en relación con un proceso determinado, deben cumplir con las decisiones que 
profieran los jueces de grado superior, cuando estos resuelvan los recursos de queja, súplica, 
apelación, casación y revisión, o en caso de consulta (…). La desobediencia que en ese sentido se 
llegue a dar ha de verificarse, entonces, respecto de lo ordenado concretamente por un superior 
funcional, en el bien entendido de que toda sentencia atañe únicamente con el proceso en el cual 
ella se dicta (…) (se enfatiza, CSJ SC, 2 dic. 1999, rad. 5292, reiterado entre otras, en CSJ 
STC3802-2017, CSJ STC6373-2018). 
 

 
2. Caso en Concreto: De esta manera, y para lo que el caso 

importa, resulta pertinente determinar si los argumentos que esgrime la apelante 

son suficientes para configurar la causal 2ª de invalidación contemplada en el 

artículo 133 del estatuto adjetivo civil. 

 

En efecto, sea lo primero indicar que las decisiones proferidas 

en el interior del proceso ordinario, específicamente la sentencia del 1 de agosto 

del 2018 dispuso en el numeral 2, aparte de ordenar la restitución de los 

inmuebles, también reconoció los frutos civiles a cargo de la hoy demandada “la 

señora Ana María Tamayo Duque restituya en favor de la sucesión de Reina de Jesús 

Henao de Duque la suma de $132.355.020”, decisión que fue confirmada por esta 

Sala de Decisión en providencia del 18 de marzo del 2021, adicionándose 

únicamente el término para materializar la reinvidicación de los bienes y el 

numeral 3 de la providencia en cita, esto es, la restitución del precio por parte de 

los herederos del señor Roberto de Jesús Duque Vasquez. Providencia que 

posteriormente se aclaró en el sentido que “las restituciones debían hacerse en favor 

de la sociedad conyugal formada por los cónyuges Reina de Jesús Duque y León Ángel 

Duque Henao”  

 

Como puede verse, las anteriores disposiciones, resultan 

plenamente compatibles con el mandamiento de pago proferido el pasado 6 de 

mayo del 2022,  por cuanto las órdenes dadas por el A quo devienen de lo 

reconocido en un juicio que además de haberse surtido las dos instancias, se 

                                                 
2 Extracto de Jurisprudencia obtenido de la Sentencia STC14963-2020, M.P Hilda González Neira. 
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estableció claramente las obligaciones de restituciones que 

recaían en cada una de las partes, sin que resulte de recibo los argumentos que 

expone el recurrente con el fin de contrarrestar las disposiciones adjetivas, como 

imponer su propia visión acerca de la forma en que esta Corporación había 

ordenado las restituciones mutuas, bajo una argumentación que escapa a lo 

realmente plasmado en la parte resolutiva de las determinaciones en cita.  

 

                            Así las cosas, no resulta necesario esgrimir mayores 

elucubraciones que las previamente descritas, ante la improcedencia de la 

nulidad, conforme se propuso en las líneas que preceden. En corolario, se 

advierte entonces que, no se comparten los argumentos que vienen siendo 

esgrimidos por el extremo recurrente, pues, sometido el factum aducido como 

detentador de la irregularidad procesal a la taxonomía de la institución clamada, 

no logra evidenciarse su correspondencia lo que para el caso se traduce en la 

confirmación del proveído recurrido.  

 

                             De esta manera, y sin necesidad de mayores disquisiciones, el 

Tribunal Superior del Distrito Judicial de Medellín, Sala Unitaria Civil de 

Decisión,  

   

III. RESUELVE: 

 

                            PRIMERO: CONFIRMAR el auto de fecha 29 de agosto del 

2022, por medio del cual el Juzgado Décimo Octavo Civil del Circuito de Oralidad 

de Medellín desestimó el incidente de nulidad formulado, ello, de conformidad 

con las razones expuestas de manera precedente.  

 

                             SEGUNDO: Sin costas en esta instancia, por cuanto las 

mismas no se causaron.  

 

NOTIFÍQUESE Y DEVUÉLVASE, 
 

 
 
 
   

JULIÁN VALENCIA CASTAÑO 
MAGISTRADO 
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